
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE  13 DE MARZO DE 2013.  IVA: TIPO IMPOSITIVO APLICABLE EN EL CASO DE MODIFICACIÓN DE LA LIVA. 
Modalidad de informe: Consulta.
Áreas temáticas: Contratación.  Gasto público. Función Interventora.
Informe vigente.
Se plantea ante esta Intervención General procedente de la Dirección General de Calidad de los Servicios y Atención al Ciudadano, dentro de sus competencias de racionalización de los gastos, consulta sobre la incidencia en los contratos de suministro de gas cuyo consumo se ha realizado en los meses de julio y agosto de 2012, de la modificación del tipo impositivo del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante IVA), operada por el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, que establece:

“Con efectos desde el 1 de septiembre de 2012, se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido:

(…)
Dos. Se modifica el apartado uno del artículo 90, que queda redactado de la siguiente forma:

“Artículo 90. Tipo impositivo general.

Uno. El Impuesto se exigirá al tipo del 21 por ciento, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente”.
Por tanto, desde el 1 de septiembre de 2012, y de acuerdo con la nueva redacción del artículo 90.1 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante LIVA), el tipo general del impuesto será el 21 por ciento.
La repercusión de la aplicación de tipos impositivos cuando se producen modificaciones del IVA, ya ha sido abordada por este Centro Directivo en reiteradas ocasiones
, siempre adoptando el criterio tributario general fijado por la Subdirección General de Impuestos sobre el Consumo, que es el órgano competente en la materia.
Así, esta Intervención General, en el Informe emitido el 20 de Julio de 2012, en su apartado 2.6, indicaba expresamente que “En los arrendamientos y, en general, en las operaciones de tracto sucesivo o continuado, no mencionados en los apartados anteriores tributarán al 18% los importes que sean exigibles hasta el 31 de agosto de 2012, y al 21% los exigibles a partir del día 1 de septiembre posterior”. Es decir, en relación con las operaciones de tracto sucesivo el devengo del impuesto se producirá, con carácter general, cuando el precio resulte exigible de acuerdo con lo establecido en cada contrato, con independencia  del momento en que se hubieran consumido los servicios prestados y del momento en que se haga efectivo su pago por el destinatario de las citadas operaciones. Ahora bien, para el supuesto de que el cobro del precio sea anterior al transcurso del plazo de que dispone la Administración para realizar el pago, entonces el devengo  se produce en el momento del cobro.
Con el fin de determinar claramente el tipo impositivo del IVA aplicable a las operaciones objeto de consulta, será necesario considerar varios aspectos.
I

En primer lugar, es preciso distinguir la naturaleza de las operaciones que se analizan. Según la doctrina mayoritaria, las entregas de bienes y las prestaciones de servicios se consideran de tracto sucesivo cuando consisten en una prestación continuada, reiterada, sostenida y periódica por parte del sujeto pasivo. Para que una operación se considere de tracto sucesivo no es suficiente que la relación contractual se prolongue en el tiempo, sino que es preciso que la prestación tenga carácter continuado, reiterado y sostenido.

En este sentido, tanto la doctrina administrativa como la jurisprudencia han considerado expresamente como prestaciones de tracto sucesivo, los contratos de  suministros de gas y de energía eléctrica (Resolución del Tribunal Económico Administrativo Central de 18 de diciembre de 1998). 

II

En segundo lugar, se analizan las reglas de aplicación del IVA que afectan al caso objeto de consulta y cuya regulación se establece en los siguientes preceptos: 

Por un lado, el artículo 90, apartado dos de la LIVA, dispone que el tipo impositivo aplicable a cada operación sea el vigente en el momento del devengo.

A su vez, el artículo 75 de la LIVA establece las reglas de devengo y dispone lo siguiente:

“Uno. Se devengará el Impuesto:

1º En las entregas de bienes, cuando tenga lugar su puesta a disposición del adquirente o, en su caso, cuando se efectúen conforme a la legislación que les sea aplicable.(…).

7º En los arrendamientos, en los suministros y, en general, en las operaciones de tracto sucesivo o continuado, en el momento en que resulte exigible la parte del precio que comprenda cada percepción.

No obstante, cuando no se haya pactado precio o cuando, habiéndose pactado, no se haya determinado el momento de su exigibilidad, o la misma se haya establecido con una periodicidad superior a un año natural, el devengo del Impuesto se producirá a 31 de diciembre de cada año por la parte proporcional correspondiente al periodo transcurrido desde el inicio de la operación, o desde el anterior devengo, hasta la citada fecha.

Cuando los referidos suministros constituyan entregas de bienes comprendidas en los apartados Uno y Tres del artículo 25 de esta Ley, y no se haya pactado precio o cuando, habiéndose pactado, no se haya determinado el momento de su exigibilidad, o la misma se haya establecido con una periodicidad superior al mes natural, el devengo del Impuesto se producirá el último día de cada mes por la parte proporcional correspondiente al periodo transcurrido desde el inicio de la operación, o desde el anterior devengo, hasta la citada fecha.

Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores las operaciones a que se refiere el párrafo segundo del número 1.º precedente.(…)”
Dos. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en las operaciones sujetas a gravamen que originen pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible el Impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio por los importes efectivamente percibidos.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a las entregas de bienes comprendidas en el artículo 25 de esta Ley”.
De acuerdo con lo expuesto, el devengo del IVA en las operaciones de tracto sucesivo o continuado, se produce conforme a lo establecido en el artículo 75, apartado uno, número 7º de la LIVA, es decir, en el momento en que es exigible el precio, salvo que se produzcan pagos anticipados, en cuyo caso, se aplicará el apartado dos del mencionado artículo 75.
III

En tercer lugar, se debe abordar el concepto de la exigibilidad del precio cuando se trate de contratos de prestación de servicios o suministros en los que el cliente es una Administración Pública.
Conforme a lo señalado en el apartado anterior, en las operaciones de tracto sucesivo, para determinar el devengo se acude al criterio de exigibilidad del precio, y no al momento de la entrega o prestación del servicio (consulta de la Dirección General de Tributos V0602-10, de 26 de marzo).

El momento de la exigibilidad será el pactado en el contrato o convenio que recoge las obligaciones de cada parte, entre las que se encuentran la fecha o periodo en que es exigible la contraprestación (Consulta de la Dirección General de Tributos núm. 1349-03).
3.1. Contratos a los que resulte de aplicación el art. 216.4 del TRLCSP.

Por lo que se refiere a los contratos administrativos, el artículo 216.4 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (en adelante TRLCSP) en su redacción aplicable a los expedientes objeto de consulta dispone que:

 “…La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los treinta
 días siguientes a la fecha de expedición de las certificaciones de obras o de los correspondientes documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato, sin perjuicio del plazo especial establecido en el artículo 222.4, y, si se demorase, deberá abonar al contratista, a partir del cumplimiento de dicho plazo de treinta días, los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Cuando no proceda la expedición de certificación de obra y la fecha de recibo de la factura o solicitud de pago equivalente se preste a duda o sea anterior a la recepción de las mercancías o a la prestación de los servicios, el plazo de treinta días se contará desde dicha fecha de recepción o prestación.”
La doctrina administrativa de la Intervención General de la Administración del Estado
  (IGAE) y de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado
 (JCCA) establece que serán exigibles a la Hacienda Pública las obligaciones recíprocas (aquellas que tengan por causa prestaciones o servicios a la Administración por parte de terceros) una vez que el acreedor haya cumplido o garantizado su correlativa obligación. 
A su vez, la referencia que hace el art. 216.4
 del TRLCSP a “los documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato”, en el ámbito de las Administraciones Públicas debe entenderse al amparo de la normativa presupuestaria que permite destinar los recursos suficientes al pago de una obligación.

El cumplimiento de la regla del “servicio hecho”, recogida en la normativa presupuestaria y de contratación, y plasmada en la doctrina de la IGAE, establece que, el momento a partir del cual la obligación es exigible vendría determinado por la fecha que consta en el acto formal de la administración que acredite la recepción del suministro o la conformidad con la prestación del servicio. Dicha fecha inicia el cómputo del plazo para el pago del precio. 
Así, el plazo de treinta días para el pago del precio establecido en el artículo 216.4
 del TRLCSP se computará a partir de la fecha de expedición de las certificaciones de obra o, en su caso, a partir de la fecha en que se realice el acto formal de comprobación de conformidad. 

Por todo ello, podemos concluir que, la obligación de pago no es exigible, y por tanto, el devengo del IVA no se produce, hasta que transcurran treinta
 días desde la fecha de expedición de los documentos que acrediten la realización de las prestaciones. Es de resaltar, que la mera expedición de un documento no determina, por si mismo, el devengo del IVA.
3.2. Contratos a los que no resulte de aplicación el art. 216.4 del TRLCSP.

En el caso de contratos de las Administraciones Públicas a los que no resulte de aplicación el citado artículo 216.4, habrá que estar a lo que se haya pactado en el contrato o convenio que recoge las obligaciones de cada parte, entre las que se encuentra la fecha o período en que es exigible el precio.

Siguiendo este criterio, este Centro Directivo ya se pronunció en el Informe de 4 de febrero de 2011 que a continuación se transcribe:
“Recientemente, la Subdirección General de Impuestos sobre el Consumo se ha pronunciado de nuevo sobre la cuestión del devengo del IVA en los contratos de tracto sucesivo. En concreto, en la consulta vinculante V1800-10, de 2 de agosto de 2010, se reitera el criterio expuesto en los párrafos anteriores; en este momento, procede citar dicha consulta ya que en ella se analiza un caso similar al que ha sido objeto de consulta ante esta Intervención General. Así la consulta vinculante V1800-10 dice que:

 <<Por tanto, en la medida en que el devengo del Impuesto en los contratos de tracto sucesivo tiene lugar con arreglo a la exigibilidad contractual o, en su caso legal, del precio, resultará plenamente ajustado a Derecho repercutir el mismo al tipo impositivo del 18 o 8 por ciento cuando dicha exigibilidad se produzca con posterioridad al 1 de julio de 2010, aunque se corresponda con un período de prestación anterior a esa fecha.

Debe aclararse, en este sentido, que en los contratos administrativos que tengan la consideración de operaciones de tracto sucesivo, como según lo previsto en el artículo 200, apartado 4 de la Ley de Contratos del Estado, la obligación de pago no es exigible hasta transcurridos sesenta días desde la fecha de expedición de las certificaciones de obras o, en su caso, de los correspondientes documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato, el devengo de dichas operaciones no se produce en el momento en el que se determina o cuantifica su importe y se expide el documento para justificar el pago, sino a los sesenta días, que es cuando resulta legalmente exigible la contraprestación>>.

Por lo tanto, estamos ante una cuestión jurídica resuelta tanto por la legislación vigente como por diferentes órganos de la Administración, de forma que se debe afirmar que en los contratos de tracto sucesivo, el IVA se devenga en el momento en que el precio resulte exigible, con la única excepción de que el IVA se devengará en el momento de cobro del precio, si éste se produce antes de que el mismo resulte exigible.”
IV

Una vez expuesto el marco jurídico aplicable al devengo del IVA en operaciones de tracto sucesivo, procede, a continuación, analizar las particularidades de las prestaciones que originan la consulta. 
Según expone la Dirección General de Calidad de los Servicios y Atención al Ciudadano, en la cláusula 24 “Pago del precio” de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares (PCAP) que rigen el Acuerdo Marco vigente, se establece que el precio es exigible (para el suministro de 2012) dentro de los cuarenta días siguientes a la fecha de expedición de los documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato. También  establece  que el pago se realizará siempre que previamente se presenten las facturas debidamente conformadas, con el objeto de determinar que se haya producido la entrega efectiva de los bienes y se haya procedido por la Administración a recibirlos formalmente.
Por tanto el devengo del IVA de las operaciones objeto de consulta, se produce a los cuarenta días de la expedición de las facturas, a las cuales, la regla del servicio hecho, reflejada en la clausula 24 del PCAP, exige que estén debidamente conformadas, que es cuando resulta legalmente exigible la contraprestación, salvo que se produzca el cobro por el tercero suministrador antes de que finalice el plazo que tiene la Administración para realizar el pago.  
Así pues, en las prestaciones cuya contraprestación sea exigible contractualmente a partir del 1 de septiembre de 2012, el tipo aplicable será el 21%, aunque se correspondan con períodos de consumo anteriores a esa fecha, salvo que se produzca el cobro por el tercero suministrador antes del 1 de septiembre de 2012. 

A contrario sensu, y dado que el devengo se produce con la exigibilidad del precio, aquellas operaciones cuya contraprestación sea exigible contractualmente antes del 1 de septiembre de 2012, pero cuyo pago material se aplace a un momento posterior, el tipo impositivo aplicable es el 18 por ciento.
El devengo del IVA, en este caso, lo determina la exigibilidad del precio y no el periodo de realización de la prestación. Si el consumo de agosto 2012 se factura en septiembre 2012, la exigibilidad se produce en octubre 2012, por lo que el tipo aplicable es del 21%

� Informe de la Intervención General de 4 de febrero de 2011, Informe de la Intervención General de 19 de febrero de 2012, Informe de la Intervención General de 12 de julio de 2012.


� TRLCSP, disposición transitoria sexta. Plazos a los que se refiere el artículo 216 de la Ley.


“El plazo de treinta días a que se refiere el apartado 4 del artículo 216 de esta Ley, se aplicará a partir del 1 de enero de 2013.


(…)


Entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2012, el plazo en el que las Administraciones tienen la obligación de abonar el precio de las obligaciones a las que se refiere el apartado 4 del artículo 216 será dentro de los cuarenta días siguientes a la fecha de la expedición de las certificaciones de obra o de los correspondientes documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato.”


� Informes IGAE de 4 de marzo de 2001 y de 7 de abril de 2006.


� Informe JCCA 34/10, de 6 abril.


� En su redacción aplicable a los expedientes objeto de consulta.


� En su redacción aplicable a los expedientes objeto de consulta.


� En las facturas objeto de consulta son 40 días con arreglo a la DT6ª citada previamente.
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